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Alerta Informativa  
Departamento Laboral 
 
 
 
LEY ORGÁNICA 3/2018, DE 5 DE DICIEMBRE, DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y 
GARANTÍA DE LOS DERECHOS DIGITALES. 
 

 

En fecha 7 de diciembre ha entrado en vigor la norma comentada, cuyo objeto es adaptar el 
ordenamiento español el Reglamento General de Protección de Datos. Al respecto, téngase en 
cuenta que dicho Reglamento es de aplicación directa a todos los Estados miembros de la Unión 
Europea. A continuación se citarán algunas de las cuestiones más relevantes en el ámbito del 
trabajo por cuenta ajena.  
 

I. Tratamiento de datos de contacto, de empresarios individuales y de profesionales liberales. 

 

Salvo prueba en contrario, se presumirá amparado en lo dispuesto en el artículo 6.1.f) del 
Reglamento (UE) 2016/679 el tratamiento de los datos de contacto y en su caso los relativos a la 
función o puesto desempeñado de las personas físicas que presten servicios en una persona 
jurídica siempre que se cumplan los siguientes requisitos: 
 
- Que el tratamiento se refiera únicamente a los datos necesarios para su localización 

profesional. 
 
- Que la finalidad del tratamiento sea únicamente mantener relaciones de cualquier índole con 

la persona jurídica en la que el afectado preste sus servicios. 
 
La misma presunción operará para el tratamiento de los datos relativos a los empresarios 
individuales y a los profesionales liberales, cuando se refieran a ellos únicamente en dicha condición 
y no se traten para entablar una relación con los mismos como personas físicas. 
 

II. Tratamientos relacionados con la realización de determinadas operaciones mercantiles. 

 

Salvo prueba en contrario, se presumirán lícitos los tratamientos de datos, incluida su comunicación 
con carácter previo, que pudieran derivarse del desarrollo de cualquier operación de modificación 
estructural de sociedades o la aportación o transmisión de negocio o de rama de actividad 
empresarial, siempre que los tratamientos fueran necesarios para el buen fin de la operación y 
garanticen, cuando proceda, la continuidad en la prestación de los servicios. 
 
En el caso de que la operación no llegara a concluirse, la entidad cesionaria deberá proceder con 
carácter inmediato a la supresión de los datos, sin que sea de aplicación la obligación de bloqueo 
prevista en la norma comentada. 
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III. Tratamientos con fines de videovigilancia. 

 

Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, podrán llevar a cabo el tratamiento de 
imágenes a través de sistemas de cámaras o videocámaras con la finalidad de preservar la 
seguridad de las personas y bienes, así como de sus instalaciones. 
 
Solo podrán captarse imágenes de la vía pública en la medida en que resulte imprescindible para la 
finalidad mencionada en el apartado anterior. 
 
No obstante, será posible la captación de la vía pública en una extensión superior cuando fuese 
necesario para garantizar la seguridad de bienes o instalaciones estratégicos o de infraestructuras 
vinculadas al transporte, sin que en ningún caso pueda suponer la captación de imágenes del 
interior de un domicilio privado. 
 
Los datos serán suprimidos en el plazo máximo de un mes desde su captación, salvo cuando 
hubieran de ser conservados para acreditar la comisión de actos que atenten contra la integridad de 
personas, bienes o instalaciones. En tal caso, las imágenes deberán ser puestas a disposición de la 
autoridad competente en un plazo máximo de setenta y dos horas desde que se tuviera 
conocimiento de la existencia de la grabación. 
 
No será de aplicación a estos tratamientos la obligación de bloqueo prevista en la norma comentada.  
 
El deber de información previsto en el artículo 12 del Reglamento (UE) 2016/679 se entenderá 
cumplido mediante la colocación de un dispositivo informativo en lugar suficientemente visible 
identificando, al menos, la existencia del tratamiento, la identidad del responsable y la posibilidad de 
ejercitar los derechos previstos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679. También 
podrá incluirse en el dispositivo informativo un código de conexión o dirección de internet a esta 
información. 
 
En todo caso, el responsable del tratamiento deberá mantener a disposición de los afectados la 
información a la que se refiere el citado reglamento. 
 
Al amparo del artículo 2.2.c) del Reglamento (UE) 2016/679, se considera excluido de su ámbito de 
aplicación el tratamiento por una persona física de imágenes que solamente capten el interior de su 
propio domicilio. 
 
Esta exclusión no abarca el tratamiento realizado por una entidad de seguridad privada que hubiera 
sido contratada para la vigilancia de un domicilio y tuviese acceso a las imágenes. 
 
Lo anteriormente mencionado se entiende sin perjuicio de lo previsto en la Ley 5/2014, de 4 de abril, 
de Seguridad Privada y sus disposiciones de desarrollo. 
 

IV. Sistemas de información de denuncias internas. 

 

Será lícita la creación y mantenimiento de sistemas de información a través de los cuales pueda 
ponerse en conocimiento de una entidad de Derecho privado, incluso anónimamente, la comisión en 
el seno de la misma o en la actuación de terceros que contratasen con ella, de actos o conductas 
que pudieran resultar contrarios a la normativa general o sectorial que le fuera aplicable. Los 
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empleados y terceros deberán ser informados acerca de la existencia de estos sistemas de 
información. 
 
El acceso a los datos contenidos en estos sistemas quedará limitado exclusivamente a quienes, 
incardinados o no en el seno de la entidad, desarrollen las funciones de control interno y de 
cumplimiento, o a los encargados del tratamiento que eventualmente se designen a tal efecto. No 
obstante, será lícito su acceso por otras personas, o incluso su comunicación a terceros, cuando 
resulte necesario para la adopción de medidas disciplinarias o para la tramitación de los 
procedimientos judiciales que, en su caso, procedan. 
 
Sin perjuicio de la notificación a la autoridad competente de hechos constitutivos de ilícito penal o 
administrativo, solo cuando pudiera proceder la adopción de medidas disciplinarias contra un 
trabajador, dicho acceso se permitirá al personal con funciones de gestión y control de recursos 
humanos. 
 
Deberán adoptarse las medidas necesarias para preservar la identidad y garantizar la 
confidencialidad de los datos correspondientes a las personas afectadas por la información 
suministrada, especialmente la de la persona que hubiera puesto los hechos en conocimiento de la 
entidad, en caso de que se hubiera identificado. 
 
Los datos de quien formule la comunicación y de los empleados y terceros deberán conservarse en 
el sistema de denuncias únicamente durante el tiempo imprescindible para decidir sobre la 
procedencia de iniciar una investigación sobre los hechos denunciados. 
 
En todo caso, transcurridos tres meses desde la introducción de los datos, deberá procederse a su 
supresión del sistema de denuncias, salvo que la finalidad de la conservación sea dejar evidencia 
del funcionamiento del modelo de prevención de la comisión de delitos por la persona jurídica. Las 
denuncias a las que no se haya dado curso solamente podrán constar de forma anonimizada.  
 
Transcurrido el plazo mencionado, los datos podrán seguir siendo tratados, por el órgano al que 
corresponda, la investigación de los hechos denunciados, no conservándose en el propio sistema de 
información de denuncias internas. 
 

V. Bloqueo de los datos. 

 

El responsable del tratamiento estará obligado a bloquear los datos cuando proceda a su 
rectificación o supresión. 
 
El bloqueo de los datos consiste en la identificación y reserva de los mismos, adoptando medidas 
técnicas y organizativas, para impedir su tratamiento, incluyendo su visualización, excepto para la 
puesta a disposición de los datos a los jueces y tribunales, el Ministerio Fiscal o las Administraciones 
Públicas competentes, en particular de las autoridades de protección de datos, para la exigencia de 
posibles responsabilidades derivadas del tratamiento y solo por el plazo de prescripción de las 
mismas. Transcurrido ese plazo deberá procederse a la destrucción de los datos. 
 
Los datos bloqueados no podrán ser tratados para ninguna finalidad distinta de la señalada. 
 
Cuando para el cumplimiento de esta obligación, la configuración del sistema de información no 
permita el bloqueo o se requiera una adaptación que implique un esfuerzo desproporcionado, se 
procederá a un copiado seguro de la información de modo que conste evidencia digital, o de otra 
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naturaleza, que permita acreditar la autenticidad de la misma, la fecha del bloqueo y la no 
manipulación de los datos durante el mismo. 
 
La Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades autonómicas de protección de datos, 
dentro del ámbito de sus respectivas competencias, podrán fijar excepciones a la obligación de 
bloqueo establecida en este artículo, en los supuestos en que, atendida la naturaleza de los datos o 
el hecho de que se refieran a un número particularmente elevado de afectados, su mera 
conservación, incluso bloqueados, pudiera generar un riesgo elevado para los derechos de los 
afectados, así como en aquellos casos en los que la conservación de los datos bloqueados pudiera 
implicar un coste desproporcionado para el responsable del tratamiento. 

 

VI. Procedimientos en caso de posible vulneración de la normativa de protección de datos y 
régimen sancionador. 

 

La norma establece un procedimiento específico para el caso de posible vulneración de la normativa 
de protección de datos y un régimen sancionador, incluyéndose un listado abierto de posibles 
conductas tributarias de sanción y sanciones.   
 

VII.  Derecho a la intimidad y uso de dispositivos digitales en el ámbito laboral. 

 

Los trabajadores y los empleados públicos tendrán derecho a la protección de su intimidad en el uso 
de los dispositivos digitales puestos a su disposición por su empleador. 
 
El empleador podrá acceder a los contenidos derivados del uso de medios digitales facilitados a los 
trabajadores a los solos efectos de controlar el cumplimiento de las obligaciones laborales o 
estatutarias y de garantizar la integridad de dichos dispositivos. 
 
Los empleadores deberán establecer criterios de utilización de los dispositivos digitales respetando 
en todo caso los estándares mínimos de protección de su intimidad de acuerdo con los usos 
sociales y los derechos reconocidos constitucional y legalmente. En su elaboración deberán 
participar los representantes de los trabajadores. 
 
El acceso por el empleador al contenido de dispositivos digitales respecto de los que haya admitido 
su uso con fines privados requerirá que se especifiquen de modo preciso los usos autorizados y se 
establezcan garantías para preservar la intimidad de los trabajadores, tales como, en su caso, la 
determinación de los períodos en que los dispositivos podrán utilizarse para fines privados. 
 
Los trabajadores deberán ser informados de los criterios de utilización mencionados. 
 

VIII. Derecho a la desconexión digital en el ámbito laboral. 

 
Los trabajadores y los empleados públicos tendrán derecho a la desconexión digital a fin de 
garantizar, fuera del tiempo de trabajo legal o convencionalmente establecido, el respeto de su 
tiempo de descanso, permisos y vacaciones, así como de su intimidad personal y familiar. 
 
Las modalidades de ejercicio de este derecho atenderán a la naturaleza y objeto de la relación 
laboral, potenciarán el derecho a la conciliación de la actividad laboral y la vida personal y familiar y 
se sujetarán a lo establecido en la negociación colectiva o, en su defecto, a lo acordado entre la 
empresa y los representantes de los trabajadores. 
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El empleador, previa audiencia de los representantes de los trabajadores, elaborará una política 
interna dirigida a trabajadores, incluidos los que ocupen puestos directivos, en la que definirán las 
modalidades de ejercicio del derecho a la desconexión y las acciones de formación y de 
sensibilización del personal sobre un uso razonable de las herramientas tecnológicas que evite el 
riesgo de fatiga informática. En particular, se preservará el derecho a la desconexión digital en los 
supuestos de realización total o parcial del trabajo a distancia así como en el domicilio del empleado 
vinculado al uso con fines laborales de herramientas tecnológicas. 
 

IX. Derecho a la intimidad frente al uso de dispositivos de videovigilancia y de grabación de 
sonidos en el lugar de trabajo. 

 
Los empleadores podrán tratar las imágenes obtenidas a través de sistemas de cámaras o 
videocámaras para el ejercicio de las funciones de control de los trabajadores o los empleados 
públicos previstas, respectivamente, en el artículo 20.3 del Estatuto de los Trabajadores y en la 
legislación de función pública, siempre que estas funciones se ejerzan dentro de su marco legal y 
con los límites inherentes al mismo. Los empleadores habrán de informar con carácter previo, y de 
forma expresa, clara y concisa, a los trabajadores o los empleados públicos y, en su caso, a sus 
representantes, acerca de esta medida. 
 
En el supuesto de que se haya captado la comisión flagrante de un acto ilícito por los trabajadores o 
los empleados públicos se entenderá cumplido el deber de informar cuando existiese al menos el 
dispositivo informativo, anteriormente mencionado, en lugar suficientemente visible identificando, al 
menos, la existencia del tratamiento, la identidad del responsable y la posibilidad de ejercitar los 
derechos previstos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679. También podrá incluirse 
en el dispositivo informativo un código de conexión o dirección de internet a esta información. 
 
En ningún caso se admitirá la instalación de sistemas de grabación de sonidos ni de videovigilancia 
en lugares destinados al descanso o esparcimiento de los trabajadores o los empleados públicos, 
tales como vestuarios, aseos, comedores y análogos. 
 
La utilización de sistemas similares para la grabación de sonidos en el lugar de trabajo se admitirá 
únicamente cuando resulten relevantes los riesgos para la seguridad de las instalaciones, bienes y 
personas derivados de la actividad que se desarrolle en el centro de trabajo y siempre respetando el 
principio de proporcionalidad, el de intervención mínima y las garantías anteriormente mencionadas. 
La supresión de los sonidos conservados por estos sistemas de grabación en el plazo máximo de un 
mes desde su captación, salvo cuando hubieran de ser conservados para acreditar la comisión de 
actos que atenten contra la integridad de personas, bienes o instalaciones.  
 

X. Derecho a la intimidad ante la utilización de sistemas de geolocalización en el ámbito laboral. 

 
Los empleadores podrán tratar los datos obtenidos a través de sistemas de geolocalización para el 
ejercicio de las funciones de control de los trabajadores o los empleados públicos previstas, 
respectivamente, en el artículo 20.3 del Estatuto de los Trabajadores y en la legislación de función 
pública, siempre que estas funciones se ejerzan dentro de su marco legal y con los límites 
inherentes al mismo. 
 
Con carácter previo, los empleadores habrán de informar de forma expresa, clara e inequívoca a los 
trabajadores o los empleados públicos y, en su caso, a sus representantes, acerca de la existencia y 
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características de estos dispositivos. Igualmente deberán informarles acerca del posible ejercicio de 
los derechos de acceso, rectificación, limitación del tratamiento y supresión. 
 

XI. Derechos digitales en la negociación colectiva. 

 
Los convenios colectivos podrán establecer garantías adicionales de los derechos y libertades 
relacionados con el tratamiento de los datos personales de los trabajadores y la salvaguarda de 
derechos digitales en el ámbito laboral. 
 

 
 
REAL DECRETO-LEY 20/2018, DE 7 DE DICIEMBRE, DE MEDIDAS URGENTES PARA EL 
IMPULSO DE LA COMPETITIVIDAD ECONÓMICA EN EL SECTOR DE LA INDUSTRIA Y EL 
COMERCIO EN ESPAÑA. 
 

 
La norma ha entrado en vigor el día 8 de diciembre y prorroga el régimen transitorio de la jubilación 
parcial con las siguientes particularidades. 
 
Se seguirá aplicando la regulación para la modalidad de jubilación parcial con simultánea 
celebración de contrato de relevo, vigente con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 27/2011, 
de 1 de agosto, de actualización, adecuación y modernización del sistema de la Seguridad Social, a 
pensiones causadas antes del 1 de enero de 2023, siempre y cuando se acredite el cumplimiento de 
los siguientes requisitos: 
 
- Que el trabajador que solicite el acceso a la jubilación parcial realice directamente funciones 

que requieran esfuerzo físico o alto grado de atención en tareas de fabricación, elaboración o 
transformación, así como en las de montaje, puesta en funcionamiento, mantenimiento y 
reparación especializados de maquinaria y equipo industrial en empresas clasificadas como 
industria manufacturera. 

 
- Que el trabajador que solicite el acceso a la jubilación parcial acredite un período de 

antigüedad en la empresa de, al menos, seis años inmediatamente anteriores a la fecha de la 
jubilación parcial. A tal efecto, se computará la antigüedad acreditada en la empresa anterior si 
ha mediado una sucesión de empresa en los términos previstos en el artículo 44 del texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
2/2015, de 23 de octubre, o en empresas pertenecientes al mismo grupo. 

 
- Que en el momento del hecho causante de la jubilación parcial el porcentaje de trabajadores en 

la empresa cuyo contrato de trabajo lo sea por tiempo indefinido, supere el 70 % del total de los 
trabajadores de su plantilla. 

 
- Que la reducción de la jornada de trabajo del jubilado parcial se halle comprendida entre un 

mínimo de un 25 % y un máximo del 67 %, o del 80 % para los supuestos en que el trabajador 
relevista sea contratado a jornada completa mediante un contrato de duración indefinida. 
Dichos porcentajes se entenderán referidos a la jornada de un trabajador a tiempo completo 
comparable. 

 
- Que exista una correspondencia entre las bases de cotización del trabajador relevista y del 

jubilado parcial, de modo que la del trabajador relevista no podrá ser inferior al 65 % del 
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promedio de las bases de cotización correspondientes a los seis últimos meses del período de 
base reguladora de la pensión de jubilación parcial. 

 
- Que se acredite un período de cotización de treinta y tres años en la fecha del hecho causante 

de la jubilación parcial, sin que a estos efectos se tenga en cuenta la parte proporcional 
correspondiente por pagas extraordinarias. A estos exclusivos efectos, solo se computará el 
período de prestación del servicio militar obligatorio o de la prestación social sustitutoria, con el 
límite máximo de un año. 

 
En el supuesto de personas con discapacidad en grado igual o superior al 33 %, el período de 
cotización exigido será de veinticinco años.  
 
Dada la reciente entrada en vigor de la norma comentada obviamente se desconoce cuáles van a 
ser los criterios de interpretación del INSS de los requisitos anteriores, especialmente en relación a 
conceptos tales como “esfuerzo físico o alto grado de atención”.  
 
 
 
 

 


